Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar ahora un proyecto de ley presentado por el señor Senador Gallinal, que propone 
que el número de miembros del Directorio del Banco Central sea de cinco en lugar de tres, en la forma que establece el artículo 
187 de la Constitución de la República. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero señalar que este proyecto de ley fue presentado en la Legislatura anterior -y reiterado en ésta- poco 
tiempo después de la crisis del sistema financiero y bancario que vivió el país en el año 2002. 


No fue un proyecto de coyuntura, sino que se trató de una iniciativa que apuntó a dar una mayor representatividad a la integración 
del Banco Central del Uruguay. Este es un organismo que, además de ejercer la administración, tiene un poder de contralor muy 
importante sobre las finanzas públicas y la economía nacional. En este sentido fue que se permitió dar representación a los 
principales partidos políticos como forma de generar mayores certidumbres y así poder trasmitir a la economía en su conjunto — 
sobre todo, a aquellas que tienen una fragilidad tal como la nuestra y que todos obviamente intentamos fortalecer-, a sus 
principales agentes y actores, y a la sociedad, un conjunto de señales que consideramos imprescindibles. 


Por lo expuesto es que, junto con el señor Senador Antía y en nombre de nuestro sector "Correntada Wilsonista", nos permitimos 
presentar nuevamente este proyecto de ley en la actual Legislatura, porque creemos que le haría muy bien al sistema político 
nacional poder contar con una representación de estas características en el Directorio del Banco Central del Uruguay. 


Tal como lo expresamos en la exposición de motivos, esto está por fuera de todas las posibilidades de entendimiento -que son 
siempre fundamentales para la integración de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados- así como por encima de 
coyunturas de esas características. 


Los autores del proyecto de ley consideramos que, más allá de los gobiernos de coalición que se puedan conformar, de los 
acuerdos que se puedan alcanzar entre quien logra el triunfo en una elección nacional y los partidos políticos que de alguna 
manera celebren entendimientos en aras de cogobernar el país o de buscar acuerdos puntuales sobre determinados temas, 
siempre le va a venir bien al sistema contar con una integración de estas características en el Directorio del Banco Central del 
Uruguay. 


A continuación, me gustaría centrar la atención —y sé que el señor Presidente conoce este tema porque estuvo vinculado al Banco 
Central del Uruguay desde su fundación- en dos artículos de la Ley N* 16.696, el 3* y 7%, que no son muy extensos. El artículo 32 
establece: "(Finalidades).- Las finalidades del Banco Central del Uruguay serán: 


A. Velar por la estabilidad de la moneda nacional; 
B. Asegurar el normal funcionamiento de los pagos internos y externos; 
C. Mantener un nivel adecuado de las reservas internacionales; 
D. Promover y mantener la solidez, solvencia y funcionamiento adecuado del sistema financiero nacional". 
El artículo 7* expresa: "(Atribuciones).- Las atribuciones del Banco serán 
conducentes al logro de las finalidades indicadas en el artículo 3. 
En tal sentido, el Banco: 


A. Tendrá a su exclusivo cargo la emisión de billetes, acuñación de monedas y retiro de circulación de billetes y monedas en 
todo el territorio de la República. En lo que respecta a la acuñación de monedas se estará a lo dispuesto por el numeral 10) 
del artículo 85 de la Constitución de la República; 


B. Aplicará los instrumentos monetarios, cambiarios y crediticios que fueren necesarios para cumplir las finalidades que le 
asigna el artículo 32; 


. Actuará como asesor económico, banquero y representante financiero del Gobierno; 


C 

D. Administrará las reservas internacionales del Estado; 

E. Actuará como banquero de las instituciones de intermediación financiera; 
E 


. Podrá representar al Gobierno de la República en los organismos financieros internacionales y ejecutará las transacciones 
financieras relacionadas con la participación del Estado en dichos organismos; 


G. Regulará normativamente y supervisará la ejecución de aquellas reglas por parte de entidades públicas y privadas que 
integran el sistema financiero. A tal efecto, podrá autorizar o prohibir, en todo o en parte, operaciones en general o en 
particular, así como fijar normas de prudencia, buena administración o método de trabajo e informará, en el caso de las 
entidades públicas, al Poder Ejecutivo, a sus efectos." 


¡Vaya competencia capital y fundamental que tiene esta institución en la temática a la que hemos hecho referencia! 


Por otra parte, en la Carta de Intención que el Gobierno viene de celebrar con el Fondo Monetario Internacional, en su Capítulo de 
reformas estructurales, numeral 5), se establece expresamente: "Nuestra agenda de política de reformas se centra en fortalecer las 
finanzas públicas, reformar el Banco Central para aumentar su autonomía, mejorar el marco de control del sector financiero, 


continuar la reforma de los bancos públicos para revigorizar la intermediación financiera y minimizar contingencias fiscales, y 
reforzar las perspectivas de crecimiento a través de la reforma de empresas públicas". En lo que refiere específicamente a la 
reforma del Banco Central y al control del sistema financiero, en su numeral 12), se agrega: "Dado nuestro objetivo, a mediano 
plazo, de ir hacia un cabal régimen de meta inflacionaria, es imperioso mejorar la autonomía y estructura del Banco Central para 
aumentar su credibilidad y capacidad de conducir la política económica. Con ese fin, presentaremos este año al Parlamento una 
propuesta para modificar los Estatutos del Banco Central del Uruguay para fortalecer su independencia legal, incluyendo el 
establecimiento de mandatos escalonados para los miembros del Directorio, desvinculando el ciclo de designación de autoridades 
del ciclo electoral e identificando el control de la inflación como el principal objetivo del Banco. "Tenemos intención" —dice la Carta- 
"de comenzar a implementar esta reforma no más tarde de mediados del 2006. Además, la credibilidad de un Banco Central 
independiente requerirá del fortalecimiento de la posición financiera del Banco Central y buscaremos asistencia técnica del 
Departamento Financiero y Monetario del Fondo para determinar el nivel adecuado de modalidades de capitalización y 
recapitalización del Banco Central. Esperamos que esta asistencia pueda proporcionarse dentro de los próximos doce meses". 


De modo que es muy probable que en el transcurso de los tiempos venideros tengamos una iniciativa del Poder Ejecutivo referida a 
la modificación de la estructura orgánica del Banco Central e incluso, seguramente, una nueva delimitación de sus cometidos. 
Muchos de ellos han sido anunciados públicamente por el equipo económico, inclusive por el actual señor Ministro de Economía y 
Finanzas en la campaña electoral. En lo personal, comparto varios de los argumentos que se han utilizado y las reformas que se 
pretenden llevar adelante, y sobre otros creo que habrá tiempo para su discusión. 


En consecuencia, vemos que hay un fundamento más que importante para poder introducir un cambio de estas características. Es 
obvio que no pretendemos aprobar sin más este proyecto de ley, porque es fundamental y tiene una prioridad e importancia 
superior todo el resto de los cambios que se piensa llevar adelante en el Banco Central. En todo caso, este cambio que 
pretendemos acompañará el principal que, en su momento, llegará a conocimiento del Cuerpo y, supongo yo, de esta Comisión, 
aunque no descarto la posibilidad de que vaya a la Comisión de Hacienda. 


Por otra parte, tampoco tendría sentido aprobar un proyecto de ley de estas características, aun cuando estuvieran dadas las 
reformas estructurales que se piensa llevar adelante, si no existe un acuerdo político para dar representatividad a los principales 
partidos políticos. Ese es el objetivo. No lo logramos en la representación anterior, y en la actual creo que la alcanzamos a través 
de esta. Una de las dificultades que vimos en 2002 es que si hubiéramos querido dar representatividad a las principales fuerzas 
políticas, necesariamente hubiéramos tenido que aumentar el número de miembros, salvo que los Gobiernos de turno aceptaran la 
posibilidad de no tener mayoría propia nada menos que en el Banco Central. Por eso no hay otra alternativa que llevar a cinco el 
número de miembros. Me parece muy menor alguna crítica que he leído en algún lado respecto al proyecto en el sentido de que 
esto aumenta, de alguna manera, los gastos creando nuevos cargos. 


Estos son los objetivos que nos proponemos. Por ahora me conformo con que el proyecto de ley se remita a consideración del 
Ministerio de Economía y Finanzas, así como también lo que hemos expuesto aquí en el seno de la Comisión. Obviamente nos 
reservamos, para cuando llegue la instancia que el Gobierno ya ha anunciado, poder ingresar más a fondo en los otros temas que, 
sin duda, tienen una jerarquía superior, pero en este también porque no es una cuestión menor y ojalá podamos recorrer un camino 
de estas características. 


SEÑORA PERCOVICH.- Tenemos conocimiento del proyecto de ley, lo comentamos con el Poder Ejecutivo e, incluso, en la 
Legislatura anterior compartimos esta idea. Por estas razones, la vemos con mucha simpatía. No hemos escuchado comentarios 
negativos que, tal vez se puedan haber realizado a título general pero, reitero que en general, estamos totalmente de acuerdo. El 
actual Presidente del Banco Central nos ha expresado la necesidad que existe, en el sentido de tener otras representaciones en el 
control de las finanzas públicas. Obviamente, tal como señalaba el señor Senador Gallinal están en curso modificaciones de la 
estructura del Banco que quizás requiera la creación de algunas superintendencias. Dichas Superintendencias contarán con 
distintos Directorios, aunque, tal vez, tengan Directores comunes. Reitero que comparto totalmente la propuesta del señor Senador 
Gallinal en el sentido de remitirle el proyecto de ley y, más adelante, cuando las propuestas se vayan limitando, sería importante 
invitar a las autoridades para que den su punto de vista y podamos ajustar la iniciativa a las nuevas funciones del Banco Central. 


SEÑOR MICHELINI.- Comparto todo lo que ha expresado la señora Senadora Percovich, pero quiero agregar un detalle 
absolutamente menor. Aunque este proyecto de ley se sancione y pase a ser ley o el Ministerio de Economía y Finanzas envíe una 
iniciativa a esta Comisión o a la de Hacienda con las diferentes reestructuras, incluso con la posibilidad de que haya más Directores 
pero para diferentes Superintendencias —eso lo iremos viendo y está bien que el Ministerio de Economía y Finanzas tenga 
conocimiento de la iniciativa- hay un tema menor —-que no se me ocurre cómo resolverlo jurídicamente- que hay que tenerlo en 
cuenta. En una u otra versión, si se aprobara el aumento de los Directores —nombrados hay dos, en un Directorio de tres-, 
pasáramos a cinco y no hubiera acuerdo político, por ejemplo, por 60 días —a veces los acuerdos políticos pueden demorarse- 
estaríamos frente a una situación compleja porque el Banco Central no podría tomar resoluciones. Entonces, creo que habría que 
buscar un mecanismo por el cual el proyecto de ley entrara en vigencia en el mismo momento en que, por lo menos, se nombra a la 
mayoría —si no el total- de los integrantes del Directorio. Si se aprobara hoy la iniciativa tendríamos un Directorio integrado por 
cinco Directores y sólo tendríamos dos. Naturalmente que es un tema menor, lo podemos conversar, puede haber acuerdo político 
O se puede nombrar al tercero de aquí a esa circunstancia pero, pienso que es un elemento que hay que ver con detenimiento. 


SEÑOR ABREU.- Celebro la iniciativa que han presentado los señores Senadores Gallinal y Antía. El aumento del número de 
Directores del Banco Central es un tema que aunque parezca de carácter instrumental está en sintonía con una vieja inquietud no 
sólo de nuestro partido, sino también de las obligaciones y de las relaciones que tiene el equipo económico de cualquier Gobierno 
con los organismos multilaterales de crédito. Si no recuerdo mal —quizás el señor Presidente se acuerde- en la Legislatura del año 
"90 hubo un proyecto de ley de reforma de la Carta Orgánica del Banco Central vinculado, precisamente, con las mismas 
inquietudes que hoy levanta con mucho acierto y agudeza el señor Ministro de Economía y Finanzas. La modernidad en el ámbito 
de la legislación determinó que, en aquel momento, se presentara ese proyecto de ley que no se pudo aprobar pero que hoy se 
recoge como inquietud precisamente para ir adelantando lo que son los avances de las competencias y las actividades del Banco 
Central. 


En cuanto a la regulación, se establece que deben añadirse las nuevas atribuciones de regulación y control establecidas por las 
normas legales que se indican, a saber: de las Administradoras del Fondo de Ahorro Previsional, Ley de setiembre de 1995; de 
seguros y reaseguros, Ley de octubre de 1993; de mercado de valores, Ley de mayo de 1996; y de fondos de inversión, Ley de 


setiembre de ese mismo año. Todas estas normas regulatorias se fueron incorporando a la Carta Orgánica del Banco Central sin 
que hubiera existido la posibilidad de que la ley dispusiera, por un lado, la separación entre los tiempos políticos y los tiempos de 
administración del Banco Central y, por otro, que al impulso de las nuevas actividades se descentralizaran algunas de las tareas de 
la institución, para que ésta no quedara inmersa en una especie de incompatibilidad, o que se convirtiera en controladora y 
controlada. Esto es, obviamente, parte de esa dinámica que estamos acompañando con nuestra preocupación y con el acuerdo 
celebrado entre el Gobierno y el Fondo Monetario Internacional. Dicho acuerdo es el reflejo de muchas inquietudes del Fondo, que 
hoy han podido captar la voluntad del actual Poder Ejecutivo. 


Se trata de una inquietud relevante, porque lo que aportan los señores Senadores Gallinal y Antía sobre el aumento de tres a cinco 
se vincula también con una forma de administrar y de interpretar la representación política a nivel nacional; pero apunta, 
fundamentalmente, a que al consultar al Poder Ejecutivo, podamos tener un consenso adecuado -que no tuvimos antes- para que 
quienes compartíamos esta idea desde hace un tiempo y quienes empiezan a hacerlo ahora acordemos una norma que esté a la 
altura de la modernidad de las funciones del Banco Central y de las exigencias de las formas estructurales lógicas, a las que 
también se han incorporado las obligaciones asumidas por el equipo económico con el Fondo Monetario Internacional. 


Por otro lado, a pesar de que no recuerdo bien el procedimiento, me gustaría que en la comunicación al Poder Ejecutivo se 
agregara el proyecto de ley o las normas que fueron considerados en la Legislatura de 1990. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acudo a mi memoria -que no es tan buena como la de Funes, pero se conserva-, y puedo decir al señor 
Senador que eso fue en oportunidad de elaborarse la Carta Orgánica del Banco Central, que vino a sustituir la Carta Orgánica 
inicial que era un capítulo de la Ley N* 13.608 de la Presidencia de Gestido, en la que tuve el gusto de trabajar con varios amigos. 
En esa instancia fue planteado, básicamente por el actual Ministro de Economía y Finanzas, Danilo Astori, el tema del Directorio 
con relación a su integración y al despegue entre la duración de su mandato y la duración política de los mandatos del Presidente 
de la República y del Parlamento. Efectivamente, entonces, fue en la década del noventa. 


No veo inconveniente en que solicitemos a la Secretaría que ubique esa parte del Diario de Sesiones y lo adjuntemos al envío, por 
lo que, si hay acuerdo, así se hará. 


En consecuencia, se resuelve por unanimidad el envío del proyecto de ley, junto con la versión taquigráfica de lo manifestado en 
Sala y los otros antecedentes, al Ministerio de Economía y Finanzas. 


El siguiente punto del orden del día refiere a un proyecto de ley que cuenta con la aprobación unánime de la Cámara de 
Representantes y que interpreta y reglamenta el artículo 303 de la Constitución, relativo a los recursos contra actos de la 
Intendencia o de la Junta, contrarios a la Constitución o a las leyes, no susceptibles de ser impugnados ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 


Voy a proponer un procedimiento: en la carpeta que ha preparado gentilmente la Secretaría, están los dos informes y, por 
consiguiente, estamos en condiciones de analizar las dos posiciones que hubo en la Cámara. Por esa razón, voy a pedir su 
postergación. Además, hay un punto sobre el cual el proyecto de ley no se pronuncia y que había sido conversado en esta 
Comisión en la legislatura pasada, a raíz de una iniciativa que presentó en aquél momento el señor Senador Correa Freitas. Esa 
propuesta pretendía nada menos y nada más que solucionar qué se quiere decir en el Artículo 303 de la Constitución, cuando se 
habla de los 15 días desde la promulgación. Todos sabemos los problemas que provoca la palabra "promulgación", por lo que una 
iniciativa como esta podría aprovecharse para solucionar uno de los puntos más discutidos al respecto. En la Cámara de 
Representantes, la jurisprudencia parlamentaria entiende que ahí es sinónimo de publicación, pero la doctrina mayoritaria dice que 
promulgación, en la Constitución, no es el "cúmplase" que pone el Intendente. Entonces, yo también tengo esa duda, además de 
las que se plantearon aquí y, por lo tanto, si no hay inconvenientes postergaríamos este asunto para que cada uno lo examine. 


Con respecto al siguiente punto del orden del día, relativo al contrabando, hemos conversado con la Secretaría para que se ponga 
como primer punto del orden del día de la próxima sesión. Habiendo acuerdo en la Comisión en ese sentido, así se procederá. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 37 minutos) 
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